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SE NTE NC IA  
 

En San Juan, Puerto Rico, a 25 de agosto de 2016. 

 La parte apelante, Trans Indies Realty & Investment 

Corporation, comparece ante nos y solicita nuestra intervención 

para que dejemos sin efecto la sentencia sumaria parcial emitida 

por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Bayamón, el 3 de 

junio de 2016, notificada el 7 de junio de 2016.  En virtud de la 

misma, el foro a quo declaró Con Lugar una acción civil sobre cobro 

de dinero, ejecución de prenda y ejecución de hipoteca, promovida 

por Scotiabank de Puerto Rico (parte apelada), ello en cuanto a, 

entre otros codemandados, la aquí apelante.   

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

confirma la sentencia apelada. 

 



 
 

 
KLAN201600948 

 

2 

I 

 El 28 de julio de 2005, la aquí apelante suscribió dos (2) 

contratos de préstamo con la entidad RG-Premier Bank de Puerto 

Rico, por las cantidades principales de $520,000.00 y 

$320,000.00, respectivamente.  Como garantía del cumplimiento 

de la primera de las obligaciones, constituyó dos (2) hipotecas 

sobre un inmueble de su propiedad sito en el municipio de 

Bayamón y registrado como Finca número 5,781.  Por su parte, 

respecto a la segunda, la entidad apelante también constituyó dos 

(2) garantías hipotecarias sobre otro inmueble sito en el referido 

municipio, y registrado como Finca número 2,867.   

RG-Premier Bank cerró sus operaciones en Puerto Rico.  

Como resultado, y luego de los procedimientos pertinentes, la parte 

aquí apelada advino a ser titular de parte de sus activos, entre 

ellos, los préstamos en cuestión.  Así las cosas, la apelante 

incumplió con los términos de los préstamos de referencia.  En 

consecuencia, el 22 de abril de 2014, se presentó la demanda de 

epígrafe.  En lo pertinente, la apelada aludió al incumplimiento de 

los términos de las obligaciones en disputa, por lo que solicitó el 

pago de lo adeudado o, en su defecto, la realización de todas las 

garantías suscritas, hasta la completa satisfacción de su crédito.  

La entidad apelada expresó que sus múltiples gestiones de cobro a 

fin de hacer valer su acreencia, resultaron infructuosas, debido a 

que la deuda en cuestión no había sido satisfecha ni total ni 

parcialmente. Del mismo modo, expresó que, sin previa 

autorización, la parte apelante transfirió la titularidad de los 

inmuebles hipotecados a terceras personas, también 

codemandados en el pleito de epígrafe, y urgió al foro sentenciador 

a proveer de conformidad con la protección de su interés. 

 Por su parte, el 27 de agosto de 2014, la parte apelante 

solicitó al foro primario una prórroga para presentar su alegación 
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responsiva.  No obstante, contrario a los otros codemandados en el 

pleito, no actuó de conformidad.  Tras varios trámites y sin haber 

contestado el requerimiento de admisiones cursado por la 

institución apelada, el 28 de diciembre de 2015, la entidad 

apelante presentó un documento intitulado Moción en Torno a 

Solicitud para que se Dicte Sentencia por las Alegaciones.  En su 

pliego, indicó que, la apelada y la codemandada Gloria Gaines 

suscribieron un contrato de transacción, en virtud del cual 

solicitaron que se dictara sentencia por las alegaciones.  Al 

respecto, expresó que, dado a que no participó del referido 

acuerdo, se oponía a que se proveyera de conformidad con la 

referida petición.  Sin embargo, la parte aquí apelada replicó a lo 

expuesto por la apelante. Específicamente, sostuvo que el 

antedicho escrito se radicó de manera errónea, toda vez que el 

acuerdo transaccional al que se aludió, era parte del trámite de un 

caso distinto, con nomenclatura DCD 2014-1131.  En atención a 

ello, el 26 de enero de 2016, la apelante, mediante moción a los 

efectos, reconoció el error señalado y afirmó que el convenio de 

referencia, constituía un acuerdo privado entre los litigantes antes 

indicados. Mediante resolución a los efectos, el Tribunal de 

Primera Instancia ordenó el desglose y la devolución de la Moción 

en Torno a Solicitud para que se Dicte Sentencia por las Alegaciones 

a la aquí apelante.   

 Más tarde, el 9 de febrero de 2016, la apelada informó al 

tribunal primario que la parte apelante no contestó el 

requerimiento de admisiones, razón por la cual solicitó que se 

estimaran como admitidos los hechos alegados en la demanda.  

Ese mismo día, también presentó una Moción de Sentencia 

Sumaria Parcial, en la que reprodujo sus previos argumentos 

respecto a la exigibilidad de la deuda en controversia.  En su 

pliego, la apelada no sólo aludió al incumplimiento de la parte 
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apelante respecto a obligaciones crediticias en disputa, sino, 

también, a sus faltas procesales, ello en cuanto a la debida 

tramitación de la causa de epígrafe.  De este modo, la apelada 

requirió que se ordenara el pago de su acreencia, así como la 

ejecución de las garantías pertinentes.  Ésta acompañó su pliego 

con la evidencia documental correspondiente. 

 En atención a lo anterior, el foro primario extendió a la parte 

apelante un plazo de veinte (20) días para expresarse en torno a la 

petición promovida por la institución apelada.  Sin embargo, no fue 

sino hasta el 4 de mayo de 2016, en exceso al término provisto 

para actuar de conformidad, que la parte apelante presentó un 

escrito intitulado Oposición Preliminar a Moción de Sentencia 

Sumaria y Solicitud para que se Permita Culminar el Descubrimiento 

de Prueba antes de Presentar Oposición Final a Solicitud de 

Sentencia Sumaria. En virtud del mismo, se opuso a los 

fundamentos de la petición promovida por la entidad apelada, al 

aducir que existía una genuina controversia respecto a la 

legitimidad de su admisión en cuanto a la existencia de la deuda 

en disputa. Igualmente, planteó que habían ciertos asuntos 

relacionados al descubrimiento de prueba que estaban pendientes 

de completarse y que, a su juicio, incidían sobre dicho aspecto.  En 

particular, aludió al contrato de transacción suscrito entre la 

apelada y la codemandada Gaines, el cual, según sostuvo, nunca 

le fue remitido.  Así, solicitó al Tribunal de Primera Instancia que 

denegara la solicitud de sentencia sumaria promovida por la 

institución apelada y, como resultado, permitiera la continuación 

de los procedimientos pertinentes a la etapa del descubrimiento de 

prueba.  Destacamos que la parte apelante no notificó su escrito a 

la entidad apelada.  

 Mediante Orden a los efectos, el Tribunal de Primera 

Instancia denegó la petición de la apelante, por razón de ser tardía, 
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sin que mediara justificación alguna sobre la referida falta.  Como 

resultado de lo anterior y luego de haberse acreditado la admisión 

de las alegaciones por razón de no haberse emitido respuesta 

alguna sobre el contenido del requerimiento de admisiones 

cursado por la entidad apelada, el 3 de junio de 2016, con 

notificación del 7 de junio siguiente, el foro a quo emitió la 

Sentencia Sumaria Parcial que nos ocupa.  En virtud de la misma, 

declaró Con Lugar la demanda de epígrafe en cuanto a la parte 

aquí apelante, tras resolver que la prueba documental sometida a 

su escrutinio acreditó la liquidez y exigibilidad de la deuda en 

disputa.  Así, el foro primario ordenó el pago de lo adeudado, o, en 

su defecto, la ejecución de las garantías hipotecarias debidamente 

constituidas entre los comparecientes.    

 Inconforme con lo resuelto, el 6 de julio de 2016, la parte 

apelante compareció ante nos mediante el presente recurso de 

apelación. En el mismo formula el siguiente señalamiento de error: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al descartar de 
plano la oposición preliminar presentada a la solicitud 
de sentencia sumaria de la parte demandante y al no 

permitir concluir el descubrimiento de prueba para 
poder formular una oposición  final a dicha solicitud y 
a pesar de que existía controversia sobre las cuantías 

reclamadas.  
 

 Luego de examinar el expediente de autos y con el beneficio 

de la comparecencia de ambas partes de epígrafe, estamos en 

posición de disponer de la controversia que se nos plantea. 

II 
 

 La Regla 36.2 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

R. 36.2, permite a una parte contra la cual se ha presentado una 

reclamación, solicitar que se dicte sentencia sumaria a su favor 

sobre la totalidad o cualquier parte de la misma.  Este mecanismo 

procesal es un remedio de carácter extraordinario y 

discrecional.  Su fin es favorecer la más pronta y justa solución de 

un pleito que carece de controversias genuinas sobre los hechos 
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materiales y esenciales de la causa que trate.  SLG Zapata-Rivera v. 

J.F. Montalvo, 189 DPR 414 (2013); Córdova Dexter v. Sucn. 

Ferraiuoli, 182 DPR 547 (2011); Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 

200 (2010); Sucn. Maldonado v. Sucn. Maldonado, 166 DPR 154 

(2005). De este modo y debido a la ausencia de criterios que 

indiquen la existencia de una disputa real en el asunto, el juzgador 

de hechos puede disponer del mismo sin la necesidad de celebrar 

un juicio en su fondo.  Luan Invest. Corp. v. Rexach Const. Co., 152 

DPR 652 (2000). La doctrina considera que el uso apropiado de 

este recurso contribuye a descongestionar los calendarios 

judiciales, fomentando así los principios de celeridad y economía 

procesal que gobiernan nuestro ordenamiento.  Vera v. Dr. Bravo, 

161 DPR 308 (2004).  Por tanto, la sentencia sumaria permite la 

pronta adjudicación de las controversias cuando una audiencia 

formal resulta en una dilación innecesaria de la tarea judicial.  Así 

pues, ésta sólo debe ser utilizada en casos claros, cuando el 

tribunal tenga ante sí la verdad de todos los hechos esenciales 

alegados en la demanda, restando sólo por disponer las 

controversias de derecho existentes.  Id; PFZ Props., Inc. v. Gen. 

Acc. Ins. Co., 136 DPR 881 (1994).  

La parte promovente de una solicitud de sentencia sumaria 

está obligada a establecer, mediante prueba admisible en 

evidencia, la inexistencia de una controversia real respecto a los 

hechos materiales y esenciales de la acción.  Además, deberá 

demostrar que a la luz del derecho sustantivo, amerita que se dicte 

sentencia a su favor.  Ramos Pérez v. Univisión, supra; Sucn. 

Maldonado v. Sucn. Maldonado, supra; Vera v. Dr. Bravo, 

supra.  Para que tal sea el resultado, viene llamado a desglosar, en 

párrafos numerados, los hechos respecto a los cuales aduce que no 

existe disputa alguna.  Una vez expuestos, debe especificar la 

página o párrafo de la declaración jurada u otra prueba admisible 
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que sirven de apoyo a su contención.  32 LPRA Ap. V, R. 36.3 

(a)(4);  SLG Zapata-Rivera v. J.F., supra.  

Por su parte, cuando de las propias alegaciones, admisiones 

o declaraciones juradas, surge una controversia bonafide de 

hechos, la moción de sentencia sumaria resulta ser 

improcedente.  Ante ello, el tribunal competente debe abstenerse 

de dictar sentencia sumaria en el caso y cualquier duda en su 

ánimo, lo debe llevar a resolver en contra de dicha solicitud.  Vera 

v. Dr. Bravo, supra; Mgmt. Adm. Servs., Corp. v. ELA, 152 DPR 599 

(2000). Por su parte, para derrotar una moción de sentencia 

sumaria, la parte que se opone a la misma viene llamada a 

presentar declaraciones juradas o documentos que controviertan 

las alegaciones pertinentes. Regla 36.5 de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V, R. 36.5.  De ahí su obligación de exponer, de forma 

detallada, aquellos hechos relacionados al asunto que evidencien 

la existencia de una controversia real, que debe ventilarse en un 

juicio plenario.  SLG Zapata-Rivera v. J.F., supra; Rodríguez de 

Oller v. TOLIC, 171 DPR 293 (2007).  En esta tarea, tiene el deber 

de citar específicamente los párrafos, según enumerados por el 

promovente, sobre los cuales estima que existe una genuina 

controversia y, para cada uno de los que pretende controvertir, 

detallar, de manera precisa, la evidencia que sostiene su 

impugnación.  Regla 36.3 (b) (2) de Procedimiento Civil, supra, R. 

36.3 (b)(2);  SLG Zapata-Rivera v. J.F., supra.  

Al evaluar la solicitud de sentencia sumaria, el tribunal debe 

cerciorarse de la total inexistencia de una genuina controversia de 

hechos. Roig Com. Bank v. Rosario Cirino, 126 DPR 613 (1990).  Lo 

anterior responde a que todo litigante tiene derecho a un juicio en 

su fondo cuando existe la más mínima duda sobre la certeza de los 

hechos materiales y esenciales de la reclamación que se 

atienda.  Sucn. Maldonado v.  Sucn. Maldonado, supra.  Por ello, 
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previo a utilizar dicho mecanismo, el tribunal deberá analizar los 

documentos que acompañan la correspondiente solicitud, junto 

con aquellos sometidos por la parte que se opone a la misma, y los 

otros documentos que obren en el expediente del tribunal.    

Iguales criterios debe considerar un tribunal apelativo al 

ejercer su función revisora respecto a la evaluación de un dictamen 

del Tribunal de Primera Instancia emitido sumariamente.  Vera v. 

Dr. Bravo, supra.  En Meléndez González et al v. M. Cuevas, 193 

DPR 100 (2015), nuestra más Alta Curia estableció el estándar 

específico a emplearse por este foro apelativo intermedio al revisar 

las determinaciones del foro primario con relación a los dictámenes 

de sentencias sumarias.  A tal fin, el Tribunal Supremo expresó en 

el caso antes aludido:  

Primero, reafirmamos lo que establecimos en Vera v. Dr. 
Bravo, supra, a saber: el Tribunal de Apelaciones se 
encuentra en la misma posición del Tribunal de Primera 
Instancia al momento de revisar Solicitudes de Sentencia 

Sumaria.  En ese sentido, está regido por la Regla 36 de 
Procedimiento Civil, supra, y aplicará los mismos 

criterios que esa regla y la jurisprudencia le exigen al 
foro primario.  Obviamente, el foro apelativo intermedio 

estará limitado en el sentido de que no puede tomar en 
consideración evidencia que las partes no presentaron 
ante el Tribunal de Primera Instancia y no puede 

adjudicar los hechos materiales en controversia, ya que 
ello le compete al foro primario luego de celebrado un 
juicio en su fondo.  La revisión del Tribunal de 

Apelaciones es una de novo y debe examinar el 
expediente de la manera más favorable a favor de la parte 

que se opuso a la Moción de Sentencia Sumaria en el 
foro primario, llevando a cabo todas las inferencias 
permisibles a su favor.  

  

Segundo, por estar en la misma posición que el foro 
primario, el Tribunal de Apelaciones debe revisar que 

tanto la Moción de Sentencia Sumaria como su 
Oposición cumplan con los requisitos de forma 
codificados en la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra, 
y discutidos en SLG Zapata-Rivera v. JF Montalvo, supra.  

  

Tercero, en el caso de revisión de una Sentencia dictada 

sumariamente, el Tribunal de Apelaciones debe revisar si 
en realidad existen hechos materiales en 
controversia.  De haberlos, el foro apelativo intermedio 

tiene que cumplir con la exigencia de la Regla 36.4 de 
Procedimiento Civil y debe exponer concretamente cuáles 

hechos materiales encontró que están en controversia y 
cuáles están incontrovertidos.  Esta determinación puede 
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hacerse en la Sentencia que disponga del caso y puede 
hacer referencia al listado numerado de hechos 

incontrovertidos que emitió el foro primario en su 
Sentencia.   

  

Cuarto, y por último, de encontrar que los hechos 
materiales realmente están incontrovertidos, el foro 
apelativo intermedio procederá entonces a revisar de 
novo si el Tribunal de Primera Instancia aplicó 
correctamente el Derecho a la controversia.    

 

III 
 

 En el caso de autos, plantea la parte apelante que erró el 

Tribunal de Primera Instancia al acoger la moción de sentencia 

sumaria propuesta por la institución apelada y, en consecuencia, 

al no acoger la oposición que al respecto presentó.  Del mismo 

modo, aduce que erró el foro sentenciador al disponer de la 

controversia de epígrafe, toda vez que, a su juicio, existía una 

genuina controversia en cuanto a la legitimidad de la admisión 

relativa al monto adeudado, así como también de la existencia de 

la deuda.  Por igual, argumentó que no procedía proveer para la 

adjudicación del asunto, ello por no haber culminado el 

descubrimiento de prueba.  Habiendo entendido sobre los referidos 

señalamientos de error, resolvemos confirmar la sentencia sumaria 

parcial aquí apelada.  

 Un examen de la prueba documental que nos ocupa, nos 

lleva a concluir que el dictamen en cuestión es uno correcto en 

derecho, no constitutivo de abuso de discreción alguno por parte 

del tribunal sentenciador.  En principio, del expediente de autos se 

desprende que la parte aquí apelante se sujetó al cumplimiento de 

las obligaciones prestatarias objeto del litigio, el cual garantizó 

mediante la constitución de las cargas hipotecarias cuya ejecución 

se solicita.  De conformidad con las cláusulas convenidas en los 

contratos pertinentes, la falta de pago respecto a las 

mensualidades pactadas como método de amortización de la 

deuda, permitiría a la parte aquí apelada declarar su vencimiento 
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y, por ende, reclamar su acreencia. Siendo así, ante la 

inobservancia de la parte apelante, ciertamente procedía proveer 

para el remedio solicitado mediante la causa de acción de epígrafe.   

Además, se hace preciso resaltar que la falta procesal de la 

apelante, ello en cuanto a no responder al Requerimiento de 

Admisiones cursado por la entidad apelada, redundó en que se 

dieran por admitidos los hechos alegados en su contra.  De este 

modo, dicha conclusión, conjuntamente con la evidencia 

documental que acredita liquidez a la deuda, ratifican la corrección 

del dictamen sumario aquí impugnado. 

 Ahora bien, en su recurso, la parte apelante propone que la 

disposición sumaria de la causa de epígrafe no debe ser sostenida 

por este Foro, toda vez que, a su juicio, el descubrimiento de 

prueba en el caso no concluyó.  En particular, alude a la existencia 

de un contrato de transacción suscrito entre la apelada y una de 

las partes codemandadas en el pleito, que, a su juicio, incide en la 

adjudicación del total adeudado.  Al respecto, expresa que nunca 

se le permitió conocer sobre los términos y el alcance de los 

referidos términos, por lo que afirma que procede ordenar que se le 

descubra la prueba documental pertinente.  Sin embargo, dicha 

contención carece de mérito.  La evidencia que tuvimos a nuestro 

haber examinar demuestra que el acuerdo transaccional en el que 

la apelante apoya sus argumentos no se relaciona a la causa de 

epígrafe. El mismo es parte de la prueba de un caso distinto al que 

aquí atendemos, por lo que no podemos acoger como válida su 

contención.  Además, surge del expediente de autos que tal 

incidencia era de su entero conocimiento, toda vez que, mediante 

moción a los efectos, así lo hizo constar ante el Tribunal de 

Primera Instancia.  Igualmente, por mandato expreso del foro 

primario, se le desglosó la documentación pertinente, por lo que la 

legitimidad de su argumento está plenamente derrotada.  
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 Finalmente, aun tomando en consideración la oposición de 

la apelante a la solicitud de sentencia sumaria promovida por la 

parte apelada, ello para poder entender sobre la controversia que 

se nos plantea, coincidimos en que ningún decreto a su favor 

hubiésemos emitido.  La oposición en controversia incumple con 

los criterios procesales que propenden para su idoneidad, toda vez 

que la misma se presentó de manera tardía, no fue debidamente 

notificada a la apelada y, en términos de contenido, no observa a 

cabalidad las exigencias estatuidas en la Regla 36 de 

Procedimiento Civil,  supra.  Siendo ello así, ante la inexistencia de 

controversia de hechos medulares alguna respecto a la causa de 

acción que atendemos, y dado a que el pronunciamiento aquí 

apelado es cónsono con el derecho aplicable a las materias 

sustantivas y procesales pertinentes al asunto, sostenemos lo 

resuelto por el Ilustre Tribunal de Primeras Instancia.     

IV 

 Por los fundamentos que anteceden, se confirma la sentencia 

sumaria parcial apelada.   

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.       

                                               Dimarie Alicea Lozada 

                Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


